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Presentación

Alejandro Rofman1

Los días 11, 12 y 13 de septiembre del año 2019 tuvieron lugar en 
el seno de la Universidad Nacional General Sarmiento (UNGS) y del 
Instituto Argentino para el Desarrollo Económico (IADE), las XIII Jor-
nadas Nacionales de Investigadores de Economías Regionales, como ha 
sido habitual todos los años desde 2007. Las mismas son organizadas el 
Centro de Estudios Urbanos y Regionales -Unidad Ejecutora del CONI-
CET- e instituciones académicas anfitrionas, en esta ocasión, las arriba 
mencionadas. Las Jornadas están destinadas a discutir y reflexionar en-
tre investigadores de todo el país, la evolución reciente de los estudios 
realizados en torno a la relación Sociedad y Territorio. Esa ha sido una 
preocupación fundamental de nuestro Centro, desde hace muchos años, 
que considera desde el punto de vista teórico que existe una interrelación 
estrecha, causal entre los procesos del régimen de acumulación en una 
sociedad y los fenómenos que, derivados de este, se producen a nivel 
territorial. Con, por supuesto, la correspondiente repercusión hacia el 
futuro de los cambios territoriales sobre el nivel de la actividad produc-
tiva. Esta vinculación de ida y vuelta obliga a que en oportunidad de 
una discusión colectiva como la que se planteó, tengamos necesidad de 
disponer de una visión amplia y actualizada de la evolución del régimen 
de acumulación en la Argentina, para observar críticamente las transfor-
maciones que a nivel territorial lo han ido acompañando.

1	  Doctor en Economía- Investigador Principal CEUR/CONICET
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Sembrando por un like
El ProHuerta en contextos de captura del estado y 
neoliberalización ofensiva (Argentina, 2015-2019)

Ariel García1

Resumen

Esta investigación se interroga en torno a los ciclos de neoliberaliza-
ción de las políticas estatales y la articulación dinámica, compleja y poli-
facética entre agentes económicos y dispositivos estatales. El objetivo de 
esta investigación exploratoria es analizar las transformaciones del pro-
grama ProHuerta en contextos de captura del estado y neoliberalización 
ofensiva (Argentina, 2015-2019). Para llevar adelante este propósito, el 
enfoque metodológico adoptado es de triangulación, recurriéndose a 
información primaria (observación en campo, entrevistas semi-estruc-
turadas a funcionarios y técnicos del INTA) y secundaria (bibliografía 
académica, documentos públicos). La información aquí expuesta permi-
te hallar indicios para interrogarse en torno al hecho que una burocra-
cia técnica con formación, orientación y predisposición diversa puede 
truncar la implementación de programas si sus intervenciones no dis-
ponen de una conducción política que la contenga e interpele y que de 
muestras claras de la orientación que se le intenta otorgar a un programa. 
Las desavenencias internas entre técnicos y de ellos con la conducción 

1	  Doctor en Geografía (UBA), Investigador Adjunto del Centro de Estudios Ur-
banos y Regionales (CEUR-CONICET). Docente de Economía Política (FCS-UBA) y 
Geografía Económica (FFyL-UBA)
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operativa y política del programa trasciende la orientación desplegada 
desde el marketing político. En todo caso, se trata de aspectos que la 
política de los likes en un contexto de reestructuración excluyente dejan 
de manifiesto.

Antecedentes

Este capítulo se interroga en torno a los ciclos de neoliberalización 
de las políticas estatales y la articulación dinámica, compleja y polifacé-
tica entre agentes económicos y dispositivos estatales.2 

Específicamente, se enmarca en las siguientes preguntas: ¿cómo se 
define el campo de acción de los sujetos sociales en un contexto de go-
bierno neoliberal?, ¿qué sucede cuando una significativa porción de los 
principales agentes económicos que debieran ser regulados pasan a ser 
reguladores?, ¿Qué tipo de estado conciben los agentes económicos que 
conducen el complejo económico Estado-empresa a partir de sus ac-
tos y disposiciones una vez devenidos funcionarios estatales?, ¿Cómo se 
producen procesos de captura de políticas agrarias en términos de los 
cambios en su orientación?, ¿Cómo se emplean tecnologías de gobierno 
para dirigir el desmonte de programas?, Al observar los presupuestos con 
los que contó el ProHuerta en el cuatrienio 2015-2019 ¿qué se esconde 
detrás las brechas de recursos?, ¿qué imaginario define el financiamiento 
de algunos componentes por sobre otros?

En función de los interrogantes recién expuestos, el objetivo del 
capítulo es analizar las transformaciones del programa ProHuerta en 
contextos de captura del estado y neoliberalización ofensiva (Argentina, 
2015-2019).

Para llevar adelante este propósito, el enfoque metodológico adopta-
do es de triangulación, recurriéndose a información primaria (observa-
ción en campo, entrevistas semi-estructuradas a funcionarios y técnicos 
del INTA) y secundaria (bibliografía académica, documentos públicos).

2	  El trabajo se inscribe en el Proyecto PICT 1026 (2013). La investigación forma 
parte de tópicos discutidos en el marco del Grupo de Economías Regionales. Espe-
cíficamente, a partir de la organización de tres talleres de discusión realizados en 
2018 y 2019 que giran en torno a los tópicos estado, políticas públicas y territorio, 
sucesivamente.

La hipótesis de la investigación es que las tecnologías de gobierno3 
(reempadronamientos, digitalización de procesos de evaluación y con-
trol, producción de conocimiento asociado a la compartimentalización 
vía componentes) en contextos de neoliberalización ofensiva resultan 
significativas para modelar el programa ProHuerta (en el lapso 2015-
2019). En esta dirección, el conocimiento científico dota al saber exper-
to del que se valen los funcionarios de una serie de justificaciones para 
avalar sus determinaciones (reestructuración excluyente en cantidad de 
huertas, de presupuesto ejecutado y de población objeto).

La definición enciclopédica de gobierno refiere al órgano superior 
del poder ejecutivo de un Estado o de una comunidad política (RAE, 
2019). Desde el enfoque aquí adoptado, gobernar implica trascender 
las formas legítimamente constituidas de sujeción política o económica, 
incluyendo modalidades de acción -más o menos consideradas y calcu-
ladas-, orientadas a actuar sobre las posibilidades de acción de los otros 
(Foucault, 2001, p. 253-254). Por lo anterior, según este autor el efecto 
de relacionamiento propio del poder no se hallaría en el campo de la vio-
lencia o de la unión voluntaria sino en los modos de acción del gobierno; 
modos no necesariamente jurídicos. 

De lo expuesto, puede entenderse que gobernar también sea estruc-
turar el campo de acción de los otros. A principios de siglo XXI, las 
tecnologías de gobierno adquieren relevancia por su potencial performa-
tivo. En este plano, las redes de comunicación son fuente decisiva para la 
construcción de poder, se convierten en un medio para trascender la di-
fusión de significativos caudales de información y de construcción de la-
zos con el ciudadano, de acuerdo con perfiles de interés y en función del 

3	 A principios de la década de 1970, Foucault entendía que los saberes y la subje-
tividad eran elementos pasivos. Hacia 1978-1979, “con la noción de gubernamen-
talidad, este plano de análisis se modifica y se percibe entonces una articulación 
entre formas de saber, relaciones de poder y procesos de subjetivación (…) Sus 
estudios sobre el liberalismo y el neoliberalismo dan cuenta de un desplazamiento 
de un modelo bélico a un modelo gubernamental de las relaciones de poder. Allí, 
la gubernamentalidad, en tanto tecnología de poder, se diferencia significativa-
mente del modelo bélico (…) porque se busca no ya meramente determinar la con-
ducta de los otros, sino dirigirla eficazmente, en tanto se presupone la capacidad 
de acción, es decir, la libertad, de quienes van a ser gobernados. “En este sentido 
Foucault dice que las tecnologías de gobierno se ubican en una zona de contacto 
entre dos familias tecnológicas distintas: aquellas que determinan la conducta de 
los sujetos (sujeción) y aquellas que permiten a los sujetos dirigir autónomamente 
su propia conducta (subjetivación)” (Sepúlveda, 2016, p.127).
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desarrollo de los acontecimientos (Castells, 2012, p. 24-25). Las redes 
se inscriben en un proceso en donde a través de la hipermediatización 
la comunicación gubernamental tiende a electoralizarse (Riorda, 2017, 
p. 90) y a buscar la opacidad de los intereses de poder que representa 
(Recalde, 2017, p. 1).

Las tecnologías de gobierno actúan en un escenario histórico especí-
fico, ligado a la emergencia de intervenciones estatales neoliberales diri-
gidos al desmonte del estado. Desde el gobierno formalmente instituido, 
el desmonte de estado puede comprenderse como una forma particular 
de estructurar el campo de acción de los sujetos sociales.4 Este campo 
de acción adquiere características específicas en la tercera generación de 
reforma del estado de Argentina –iniciada en la última dictadura cívi-
co-militar (1976-1983) y profundizada durante el período de conver-
tibilidad peso-dólar (1991-2001) desde una adaptación particular del 
enfoque neoliberal que afectó el funcionamiento de los estados occiden-
tales desde la década de 1970. 

Diversos estudios abordan la influencia neoliberal en las políticas 
estatales para el caso argentino y latinoamericano. En particular, se inte-
rrogan en torno a la dificultad de consecución de una autonomía estatal 
obedecería a dos factores. Por un lado, a la reconstrucción sigilosa del 
proyecto neoliberal en el seno de iniciativas neodesarrollistas5 a par-
tir del control de los principales instrumentos de política económica 
temporalmente situados entre 2002 y 2015, así como por dispositivos 
simbólico-ideológicos de gobierno que neutralizan cualquier intento de 
desafiar el patrón de acumulación persistente. Por el otro, a la conviven-
cia de aquel proyecto reformulado con una reedición de las debilidades 
históricas de dichos intentos –básicamente, desequilibrio en las cuentas 
externas ante los intentos de re-industrialización- (Fernández, 2016, p. 
26). De esta manera, frente al neoliberalismo ofensivo dirigido a alinear 
la intervención estatal hacia estrategias desposesivas y de desmonte (pri-
vatizaciones, desregulaciones, tercerizaciones) prevaleciente durante el 
decenio de 1990, las experiencias neodesarrollistas de la década siguien-
te terminan siendo condicionadas por un neoliberalismo consensual e 

4	  “Si la tendencia a la representación de proximidad supone un contexto de me-
diatización de la política, su intensidad aumenta en el terreno de la sociedad hiper-
mediatizada que producen las nuevas tecnologías de información y comunicación 
y, en particular, las redes sociales” (Annunziata, et. al, 2018, p. 72). 

5	  Para una definición, véase, Varesi (2016).

inclusivista. Esta dinámica limita los espacios de intervención a procesos 
de redistribución de ingresos sin desafiar el gobierno del régimen de acu-
mulación por parte de agentes económicos que actúan como terminales 
de redes económicas globales.

Por lo hasta aquí expuesto, la sigilosa reconstrucción del proyecto 
neoliberal en sus dos formas básicas y complementarias –el control de 
instrumentos y dispositivos simbólicos-ideológicos asociados al requisito 
de horizontalidad de los mismos– limita (captura en los términos aquí 
asumidos) los grados de autonomía burocrática debido a que implica 
enraizamientos nocivos para el despliegue y logro de instrumentos ins-
titucionales que propendan a la industrialización vía agregado de valor 
en origen. Como resultado de esta dinámica, traducida en la restricción 
de divisas (balanza comercial deficitaria), se generan condiciones para el 
regreso del neoliberalismo en su fase ofensiva. En esta fase se registran 
procesos de desposesión de instrumentos estatales, caracterizados por el 
desfinanciamiento de dispositivos públicos, su tercerización y/o discon-
tinuidad en favor de empresas privadas (Lavarello, Ghibaudi y García, 
2018). Asimismo, esta desposesión no actúa en el vacío, puesto que los 
proyectos se instrumentalizan6 (Rose y Miller, 1992) en una realidad no 
programada (Yanow, 2015) que se halla ligada a la inercia histórica de 
cada territorio en particular.

Desmontar el gobierno y capturar el Estado

Durante el lapso abordado pueden identificarse cinco dimensiones 
significativas para la problemática de esta investigación. En primer tér-
mino, la reforma del estado no aparece tematizada al estilo de lo acaeci-
do durante el apogeo del Consenso de Washington, que postulaba bajo 
aquel rótulo la privatización, fusión, tercerización y/o disolución de en-
tes y empresas estatales. Sin embargo, el lapso indagado puede dividirse 
en dos bienios. Durante 2015-2017, la reforma del estado es pragmáti-
camente inducida y dilemáticamente impuesta en dirección a desmontar 
de forma selectiva la estructura de derechos sociales y a desregular los 

6	  Desde la perspectiva de la gubernamentalidad, el gobierno se ejerce a través 
de instituciones, aparatos y organizaciones estatales y no estatales, y así como las 
autoridades estatales instrumentalizan y movilizan técnicas y agentes, del mismo 
modo otros agentes intentan movilizar recursos políticos para sus propios fines 
y en relación con sus propios programas (Rose y Miller, 1992; citado en García, 
Ramos y Berger, 2019, p. 3).
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movimientos de capital. En ese bienio, se desmonta la protección en 
el canal financiero, incentivando la valorización financiera mediante el 
mecanismo de carry trade a través de tasas altas en la moneda nacional 
y valor retrasado del dólar –proceso ralentizado desde 2018 tras la de-
valuación de aquella en más de 100%-. Mientras tanto, en el bienio 
2017-2019 el ritmo del desmonte estatal se torna vertiginoso y se aleja 
del pragmatismo selectivo tras la suscripción del Acuerdo stand by con el 
Fondo Monetario Internacional (FMI).

En segundo lugar, durante el cuatrienio 2015-2019 la instituciona-
lidad concebida por el Gobierno Nacional se mantiene y consiste en: a) 
nueva contratación de servicios y creación de unidades estatales dirigi-
dos a retribuir clientelarmente a los segmentos sociales integrantes del 
proyecto político (Cao, Laguado Duca y Rey, 2018, p. 141); b) intentos 
infructuosos de implementar programas de participación público-priva-
da (PPP); c) búsqueda de coordinación fiscal-financiero entre el orden 
federal y subnacional (García Delgado, 2017, p. 95-96); d) la elimina-
ción de regulaciones e impuestos. 

La institucionalidad expuesta se centra en brindar privilegios a cada 
fracción del bloque de poder que sostiene la alianza gobernante -comple-
jos agroexportador, energético y financiero- vía reducción de impuestos 
a los bienes personales, dolarización de tarifas de servicios públicos y 
combustibles, mediación en las paritarias sectoriales a favor del capital, 
etc. Estas definiciones están basadas en el diagnóstico de que la confi-
guración actual del Estado, con sus diversificados controles burocráti-
cos, regulaciones e imposiciones tributarias representa un obstáculo para 
la iniciativa empresarial. Asimismo, el diagnóstico concluye que tales 
intervenciones realizadas en nombre del bienestar general, encubren la 
defensa de privilegios indebidos, intereses políticos y corporativos, redes 
clientelares y prácticas corruptas (Astarita, 2018, p. 71) que resultan per-
niciosos para el desarrollo nacional. Por último, esta institucionalidad se 
forjó desatendiendo la coherencia de las definiciones o sus consecuencias 
en la estructura político-institucional y económica (Aronskind, 2018) 
citado por Cao, Laguado Duca y Rey (2018, p. 141).

En tercer término, el Gobierno Nacional se deslinda de la responsa-
bilidad de asegurar condiciones básicas para sostener el tejido producti-
vo, sobre todo el industrial, afectado por el fomento a las importaciones, 
la retracción del mercado interno producto de la pérdida del poder ad-
quisitivo, la aludida dolarización de las tarifas de los servicios públicos y 
el incremento de las tasas de interés. 

En cuarto lugar, el elenco gubernamental que asumió en diciembre 
de 2015 posee un rasgo cualitativo y cuantitativo distintivo de las admi-
nistraciones que lo precedieron. Específicamente, el riesgo de conflicto 
de interés –eufemismo de corrupción- y captura del estado radica en el 
peso de casos directos de puerta giratoria, movimiento que evidencia el 
límite difuso y dinámico entre poder económico y político o la coloni-
zación del primero sobre el segundo. A partir de un análisis de Canelo, 
Castellani y Gentile (2018, p. 124-125), se puede distinguir que del 
gabinete constituido en aquella fecha, un 22% de quienes lo integraban 
detentaban un cargo privado al ser designados (78 sobre 351 cargos). 
Según las autoras, estas designaciones serían irrealizables de aplicarse las 
recomendaciones internacionales vigentes o bien la legislación argentina 
previa a la reforma de 2001 (mediante el Decreto 862/2001) de la Ley de 
Ética Pública.7 Canelo, Castellani y Gentile (2018, p. 125) encuentran 
que de los 78 casos citados, 55 ocupaban los cargos gerenciales más altos 
en sus firmas privadas. Asimismo, que 62% de los casos se integraron a 
7 ministerios nacionales (del área política y económica). En el caso del 
Ministerio de Agroindustria,8 27% de los funcionarios designados po-
seían antecedentes de alta dirección en el sector privado, encontrándose 
5 casos directos de puerta giratoria. 

Los casos recién aludidos de puerta giratoria desde el sector privado 
al público suelen ser justificados desde el elenco gubernamental a través 
de la enunciación de las características que se supone reunirían los em-
presarios exitosos. Este nuevo tipo ideal de gerentes estatales se asocia a 
su hipotética aptitud para dedicarse a cualquier actividad. Por detrás de 
este parecer, se ubica un juicio que sugiere que la capacidad de lograr 
altas ganancias es la prueba más exigente a la que puede someterse un 
profesional (Cao, Laguado Duca y Rey, 2018, p. 146). En el caso especí-
fico del empresario agropecuario, Gras y Hernández (2016, p. 111-112) 

7	  Sancionada en 1999, preveía que los funcionarios que hubieran participado de 
privatizaciones tendrían vedada su actuación en entes reguladores de esas em-
presas durante tres años posteriores a la última adjudicación en la que hayan 
participado.

8	  Como tal, Agroindustria ha detentado nivel ministerial desde octubre de 2009 
hasta septiembre de 2018 (y sería nuevamente elevado a ese nivel en agosto de 
2019 en el contexto proselitista de la candidatura de Macri a la reelección). La 
degradación de la cartera al rango de Secretaría ha implicado una vuelta a la pre-
eminencia de definiciones de política económica para el sector, característica en 
experiencias previas de desmonte estatal. 
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analizan que una de las dirigencias más afines a esta idea-fuerza es la Aso-
ciación Argentina de Consorcios Regionales de Experimentación Agrí-
cola (AACREA). Esa dirigencia suma a lo anterior un elemento moral 
de base cristiana, que asocia la inversión en tecnología con la posibilidad 
de concebir un proyecto modernizador traducido en el incremento del 
rendimiento de la tierra que provea al bien común, a la “grandeza de la 
nación”. 

En quinto término, en el lapso 2015-2019, el tipo ideal de admi-
nistrador estatal aparece como alguien incorruptible con el dinero pú-
blico porque su condición de clase le aseguraría su futuro. Asimismo, 
resulta recurrente una prédica anti-estatista y una evaluación negativa 
sobre la histórica eficiencia estatal como justificación para el desmonte 
de sus funciones. Esta valoración se suma a una visión presuntamente 
tecnocrática en cabeza del entonces Ministerio de Modernización, que 
implementó una racionalización para justificar la cesantía de personal en 
diversas áreas de la Administración Nacional, amparándose en el tecni-
cismo del Plan de dotación óptima.9 Paradójicamente y para el caso de 
los agronegocios, el gran empresariado suele desestimar y enfrentarse a 
cualquier forma de imposición fiscal para las ganancias extra-ordinarias 
que se pueden obtener de la escala, fertilidad y ubicación privilegiada de 
la pampa húmeda. Una evidencia de esto ha sido el conflicto desatado 
en 2008, entre las patronales agropecuarias, los adoptantes de tecnología 
y el Gobierno Nacional por la renta agraria.10 

9	  En septiembre de 2017 desde el Ministerio de Modernización se consideraba 
que 19119 trabajadores del Estado Nacional sobre una planta de 129606 exce-
dían la dotación óptima y se estableció un congelamiento de ingresos hasta 2020, 
buscando su reducción vía “jubilaciones anticipadas, retiros voluntarios, cese de 
contratos (…) y eliminación de “exceso” de personal en algunas dependencias ofi-
ciales” (Visión Liberal, 2018). Esta evaluación es paralela a la contratación de fun-
cionarios de procedencia partidaria -3400 según la fuente recién apuntada-, con 
salarios usualmente superiores a los que se dejan de devengar por las cesantías 
planificadas en 21 ministerios, 87 secretarías de Estado, 207 subsecretarias de 
Estado y 687 direcciones nacionales (La Nación, 2017b).

10	 En marzo de 2008, durante el primer Gobierno de Cristina Kirchner, el Minis-
terio de Economía intentó implementar un sistema de retenciones móviles a las 
exportaciones en un contexto de alza sostenida de los precios de los commodities 
y de la soja en particular. Esta medida apuntaba a capturar parte de las rentas 
extraordinarias obtenidas por el sector –distribuyéndolas a otras fracciones socia-
les- y desarrollar una política antiinflacionaria al desacoplar los precios externos 
de los internos (Armengol, 2015, p. 4).

La participación política de algunos de los miembros de AACREA 
en la cartera de Agroindustria implicó desavenencias en la estructura de 
la organización, debido al juicio negativo que usualmente mantienen 
sobre la política en general y el estado en particular. Esta Asociación po-
see una significativa inserción en la agenda pública agroindustrial, sobre 
todo la vinculada al agronegocio. Esta imbricación se ha materializado 
en la invitación de técnicos del INTA a reuniones técnicas y en la con-
tratación de profesionales para estudiar temas diversos (Entrevista Per-
sonal, 22-03-2019). No obstante, entre los miembros de AACREA para 
quienes la participación en la política estatal obtuvo prédica, la estrategia 
de colonización en distintos espacios institucionales ha implicado una 
actuación contraria a los sujetos subalternos. Esta colonización se hizo 
efectiva en el SENASA –en su presidencia-, en el ex Ministerio -en su se-
cretaría, en su jefatura de gabinete, en una de las seis subsecretarías, que-
dando las restantes para representantes de cámaras empresariales- y en el 
INTA –su presidencia, vicepresidencia y una vocalía de un total de ocho 
que integran el Consejo Directivo, sumada a otra cuyo representante 
es elegido por las autoridades del ex Ministerio-. En el marco de este 
instituto, dicho Consejo se ha mostrado alineado con la re-orientación 
hacia los sectores agrarios capitalizados y contrario a la actuación de la 
Coordinación Nacional de Transferencia y Extensión (CNTE) -enfocada 
en la pequeña y mediana producción así como responsable de la articu-
lación con el ex Ministerio en la implementación operativa del Cambio 
Rural y con el Ministerio de Desarrollo Social en torno al programa 
ProHuerta- y del CIPAF -Centro de Investigación y Desarrollo Tecnoló-
gico para la Pequeña Agricultura Familiar, que cuenta con cinco centros 
regionales- (Entrevistas personales, 19-02-2019 y 22-03-2019). Incluso, 
la aludida colonización puede observarse mediante la instalación de la 
incertidumbre laboral, quitando el área de Sumarios Administrativos11 
de la órbita del Director Nacional, electo por el Consejo Directivo de la 
entidad durante el final de la Presidencia de Cristina Kirchner con un 
solo voto en contra: el de AACREA. 

En lo atinente a la política agraria, la administración iniciada en 
2015: 

11	 En el Estado Nacional los sumarios se triplicaron de 707 (2015) a 2165 (2017), 
siendo el INTA la quinta unidad administrativa en cantidad (La Nación, 2017a). 
Esta situación abre interrogantes en torno a este medio como disciplinador de los 
funcionarios públicos.
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a) desfinancia, desmonta y discontinúa iniciativas desarrolladas des-
de la Secretaría de Agricultura Familiar, siendo el Programa Cambio Ru-
ral II una excepción (Entrevista personal, 12-03-2019). Este accionar se 
manifiesta en el declive que puede observarse desde la gestión del primer 
Secretario designado por el Ministro Buryaille, con un perfil técnico, con 
conocimiento y trayectoria en la administración pública que se negó a 
ejecutar los despidos y recortes que se le exigía realizar, lo cual lo llevó 
a renunciar en octubre de 2016. Posteriormente, la Secretaría acentúa 
su parálisis, pasando a ser conducida por sucesores que impulsaban el 
emprendedurismo (Entrevista personal, 22-03-2019), sinónimo actuali-
zado del cuentapropismo. Por último, la gestión de Etchevehere se inicia 
en noviembre de 2017 con la Secretaría de Agricultura Familiar elimina-
da por parte de su antecesor en mayo de aquel año mediante el Decreto 
302 (República Argentina, 2017a). La nueva gestión ministerial incre-
menta el hostigamiento y cesantías12 de contratos dependientes de esta 
dependencia del entonces Ministerio, a partir de la convicción de que los 
sujetos subalternos deben ser objeto de política asistencialista (Entrevista 
personal, 19-02-2019), dejando la intervención referida a la producción 
enfocada en los productores capitalizados, sobre todo en aquellos que 
evidencian mayor dinamismo productivo y tecnológico. 

El desmonte observado para el caso de la Secretaría de Agricultura 
Familiar forma parte de un contexto de desestructuración, del Ministe-
rio de Agroindustria en particular y del Estado Nacional en general. Se 
trata de un proceso observado en distintos meses del trienio 2016-2019, 
de forma prácticamente continuada. Específicamente, en el seno del Mi-
nisterio de Agroindustria, la disolución de la Secretaría de Agricultura 
Familiar antecedió a la eliminación en marzo de 2018 a las subsecretarías 
de Alimentos y Bebidas, Bioindustria, Información y Estadística Pública, 
Lechería, Agricultura Familiar, Desarrollo Foresto Industrial, Control 
Comercial Agropecuario, Comunicación Institucional y Coordinación 
Técnica y Administrativa. En ese momento, se reorganizó el Ministerio 
(degradado a Secretaría en septiembre de aquel año) en las secretarías de 

12	 En el bienio 2016-2017, el Ministerio redujo su plantilla en 700 funcionarios, 
mientras que en abril de 2018 se cesanteó un 10% de los 3500 empleados que 
desempeñaban funciones en la administración central del mismo, independien-
temente de los despidos y reducción de financiamiento realizados en organismos 
dependientes como el SENASA, el Instituto Nacional de Semillas, el Instituto Nacio-
nal de Vitivinicultura y el Instituto Nacional de Investigación y Desarrollo Pesquero 
(Página 12, 2018). 

Agricultura (conducida por un representante de AACREA); Ganadería 
(dirigida por el Gerente General de la Cámara Argentina de Feedlot); 
Pesca y Acuicultura (a cargo de un abogado especialista en Derecho pes-
quero), Mercados Agropecuarios (dirigida por un representante de un 
importante pool de siembra con operaciones en Argentina y Uruguay) 
y Coordinación Política (a cargo de un representante de la Confedera-
ción de Asociaciones Rurales de Buenos Aires y La Pampa –CARBAP-). 
La Subsecretaría de Desarrollo Territorial -conducida por un empresa-
rio ligado al turismo rural- absorbe a la de Agricultura Familiar (que 
se hallaba vacante desde enero de 2018). Además, se formó una nueva 
unidad: la Subsecretaría de Relaciones Agroindustriales Internacionales, 
la cual reportaba a la Secretaria de Mercados Agroindustriales –conduci-
da por una funcionaria con amplios antecedentes en la gestión pública, 
que en octubre de 2018 pasó a ser Secretaria de Comercio Exterior del 
Ministerio de Producción y Trabajo- (El Economista, 2017; Valor Soja, 
2018).13 Como puede observarse, la mayoría de estos cargos políticos 
fueron cubiertos por representantes empresarios o de organizaciones de 
interés. Asimismo, una significativa parte de los mismos provienen de 
la principal usina de ideas del PRO (partido del Presidente Macri), la 
Fundación Pensar.

b) suprime la Unidad para el Cambio Rural –UCAR-, que nucleaba 
la provisión de infraestructura territorial. Se la ha intentando reemplazar 
infructuosamente por el mecanismo de las PPP; 

c) incide en materia regulatoria en vistas a una reestructuración re-
gresiva. Por un lado, facilita la extranjerización de la tierra y la priva-
tización de propiedades fiscales mediante subastas a través del decreto 
820/16 que modificó la Ley 26737/2012, norma que estableció el Ré-
gimen de Protección al Dominio Nacional sobre la Propiedad, Posesión 
o Tenencia de las Tierras Rurales. Asimismo, esta última definición con-
tradice la creación de un Banco de Tierras que establece la Ley 27118 de 
“Reparación Histórica de la Agricultura Familiar para la Construcción 

13	 En agosto de 2019 el organigrama exhibía nuevas modificaciones: en su página 
web la Secretaría de Agricultura, Ganadería y Pesca dependiente del Ministerio de 
Producción y Trabajo reconocía solo tres subsecretarías (Agricultura, Ganadería y 
Pesca y Acuicultura) aunque las restantes tres se hallaban integradas en el organi-
grama de dicho ministerio. Asimismo, en el contexto de la campaña electoral y de 
su candidatura a la reelección -cuyo resultado en las primarias había sido favora-
ble a la oposición-, el Presidente Macri se disponía a re-jerarquizar Agroindustria 
como Ministerio. 
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de una Nueva Ruralidad en Argentina” (de Anchorena, 2018, p. 195). 
Por otro, no reglamenta la recién citada Ley. Por último, ha dispuesto la 
eliminación del Registro Fiscal de Operaciones de Granos, del de Tierras 
Rurales Explotadas, del Sanitario de Productores Agropecuarios y del de 
Usuarios de Semillas. 

d) Interfiere en la autarquía del INTA. El mismo reclama su derecho 
a tratar sus demandas ante el Ministro y ante el Congreso Nacional. Por 
caso, en ocasión del debate parlamentario para el presupuesto nacional 
2019, las autoridades del INTA decidieron presentarse ante la Comisión 
de Presupuesto de la Cámara de Diputados para solicitar la partida adi-
cional precitada de 400 millones de pesos, que servirían para financiar 
también proyectos y actividades de extensión.14 Cabe considerar que esta 
definición desobedeció la postura ministerial y ha sido fustigada por las 
autoridades del mismo. Por otro, al suscribir el Gobierno Nacional un 
acuerdo stand by con el FMI, las principales determinaciones de política 
económica han sido delegadas a sus representantes, aspecto que com-
plejiza más la intermediación con las autoridades políticas, empeñadas 
en auditar la eficiencia del gasto y en reducir el déficit fiscal a través del 
recorte presupuestario y/o la restricción a su acceso en tiempo y forma 
(Entrevista personal, 19-02-2019). 

En relación a la cuestión presupuestaria, cabe precisar que el INTA 
posee recursos autárquicos, que provienen de un impuesto de 0,45% que 
se cobran sobre el valor de importaciones a nivel nacional y que son depo-
sitados automáticamente en cuentas bancarias del Instituto (Art. 28 de la 
Ley 26448). Para el ejercicio 2019, el Poder Ejecutivo elevó al Congreso 
Nacional un presupuesto por 7500 millones de pesos para gastos, es decir, 
la mitad del financiamiento que provendría de esa fuente directa. Este 
monto no resulta suficiente para atender las necesidades operativas míni-
mas de funcionamiento del Instituto, incluyendo las líneas de investiga-
ción, servicios de extensión rural e inversiones para equipamiento. Debe 
considerarse que cerca del 88% de ese total comprende salarios y estipen-
dios del personal.15 Esta subestimación de los recursos resulta perniciosa 

14	 El ajuste de los recursos estatales es una meta del Gobierno de Mauricio Macri, 
ostensible desde el primer presupuesto nacional (2017) de su presidencia (véase, 
Ámbito Financiero, 2016).

15	 Se preservaron las fuentes de trabajo, en parte debido a la defensa ejercida 
por el primer Presidente de INTA que ocupó el cargo en la gestión del Gobierno de 
Mauricio Macri hasta agosto de 2017, junto al Director Nacional y a diferencia de lo 
sucedido en diversos ministerios nacionales (Entrevista personal, 22-03-2019). La 

para la autarquía presupuestaria del INTA –establecida en 2002 mediante 
el financiamiento directo de 0,5% de las importaciones, luego hubo unas 
modificaciones que llevaron el porcentaje a 0,45% con el adicional de 
una tasa estadística (Oviedo, 2018 y Entrevista personal, 19-02-2019).16 
En el debate parlamentario, el INTA junto a otras dos instituciones (el 
área de Minoridad y Familia y el Consejo Nacional de Investigaciones 
Científicas y Técnicas –CONICET-) logró un aumento del presupuesto 
para el organismo, en este caso de 400 millones de pesos. Este incremento 
se adiciona a los 450 millones originales destinados a gastos de funciona-
miento, lo que equivale a 90% de incremento para éstos. En función del 
amplio despliegue territorial de la institución (con 444 oficinas en todo 
el país), los 400 millones originarios resultan insuficientes para abonar 
solo las tarifas de servicios públicos durante el primer trimestre de 2019 
(elevadas de forma exponencial durante la gestión del Presidente Mauri-
cio Macri) y aún así a febrero de dicho año no se había enviado desde el 
Tesoro Nacional el importe proporcional a ese incremento. 

En suma, al observar la definición de estas cuatro medidas, primó: a) 
el ideario de libertad de mercado para la obtención de precios alineados 
a las dinámicas internacionales, llegando incluso a fortalecer la perenne 
solicitud de sostener un tipo de cambio alto para poder licuar los costos 
de producción en moneda nacional (de Anchorena, 2018, p. 198) y a 
definir la desregulación de la obligatoriedad de liquidar las divisas produ-
cidas por la agro-exportación; b) el estrechamiento de las posibilidades 
políticas debido a las restricciones fiscales asociadas al recetario impuesto 
por el citado acuerdo con el FMI, lo que hace colisionar las autarquías 
institucionales con la conducción gubernamental; c) el traspaso a la esfera 
estatal de un imaginario propio del empresariado agropecuario tradicio-
nal que asocia la relevancia de la producción primaria con el desarrollo  

planta de 7800 funcionarios -considerando los distintos tipos de convenios labo-
rales- se redujo en 800 personas, básicamente debido a que los cargos no fueron 
concursados tras las jubilaciones. Esta situación atenta contra la continuidad de 
líneas de investigación (Entrevista personal, 19-02-2019; Migliorati 2016). 

16	 Ese porcentaje arrojaría un valor mayor a 12 mil millones de pesos, con lo cual 
frente a lo presupuestado habría un monto propio de la institución cercano a 5 mil 
millones de pesos debajo de lo establecido reglamentariamente. A valores del tipo 
de cambio de abril de 2019 se dispondría de cerca de 342 mil dólares de recursos 
autárquicos, mientras que el presupuesto definía un valor 40% menor. Considére-
se que 2019 fue un año signado por la devaluación del peso, de cerca de 50% en 
los primeros ocho meses.
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nacional. Como se observa seguidamente, el cumplimiento de estas de-
finiciones resultó factible por el propio origen de los funcionarios del 
Ministerio de Agroindustria de la Nación (ibidem). 

El ProHuerta en contexto

En sus cerca de 25 años de trayectoria, el Programa PhoHuerta atra-
vesó diversos ciclos, cada uno impregnado por la dirección de la que se 
lo intentó dotar. El ProHuerta fue formulado por el Instituto Nacional 
de Tecnología Agropecuaria (INTA) en agosto de 1990, con área de ac-
tuación en el Área Metropolitana de Buenos Aires (AMBA), Rosario, 
Santa Fe y Mendoza, expandiéndose desde esa primera etapa al resto 
de Argentina (ProHuerta, 2011; Montaña Chirinos, 2009). El contex-
to de lanzamiento es la hiperinflación que agudizó la problemática del 
abastecimiento alimentario17 entre sectores vulnerables. En paralelo, se 
verificaba una demanda de las organizaciones de la sociedad civil por 
alternativas originales en la intervención sobre la cuestión alimentaria. 
En principio, el impacto de la autoproducción en pequeña escala se con-
sideraba marginal y las experiencias previas carecían de antecedentes que 
permitieran su evaluación. Asimismo, las iniciativas pre-existentes regis-
traban trayectorias discontinuas y fragmentadas. Con este diagnóstico, el 
diseño del programa propugnó la acción directa para potenciar la accesi-
bilidad a una alimentación adecuada en los sectores vulnerables a través 
del aporte técnico del INTA (ProHuerta, 2011).

En ese marco, el ProHuerta integra el Plan Nacional de Seguridad 
Alimentaria creado en el marco de la Ley 25.724/03. Sus objetivos son: 
a) mejorar y diversificar la alimentación de las familias, escuelas, institu-
ciones y organizaciones de la comunidad; b) promover la participación 
comunitaria en la producción de alimentos; c) incentivar la formación y 
difundir tecnologías apropiadas para la producción de cultivos; d) multi-
plicar alternativas de comercialización que puedan integrarse en un mer-
cado de economía social; e) mejorar el ingreso familiar.

En la estructura institucional del INTA, el ProHuerta suele aparecer 
como un programa diferenciado respecto a los que usualmente se con-
ciben como centrales para las metas productivistas que históricamente 

17	 Entre “1965 y 1985 los hogares pobres habían reducido su consumo de ali-
mentos un 35%, con una dieta menos variada, en la cual las hortalizas frescas 
aportaban a la mesa la mitad que dos décadas atrás” (ProHuerta, 2011).

guiaron el accionar de dicho Instituto a sectores vulnerables urbanos y 
periurbanos (Entrevista personal, 17-07-2019).

Dinámica presupuestaria del INTA en el contexto 
de desestructuración neoliberal

En términos esquemáticos, el ProHuerta provee a través de la Fun-
dación ArgenINTA (que recibe el financiamiento del MDS) de semillas 
e insumos a huerteros. Se organiza a través de un plan operativo anual 
(POA). Al tratarse de la cartera que financia, el MDS a través del área 
de Políticas Alimentarias es el organismo responsable de las definiciones 
centrales del programa. En el INTA hay una Coordinación Nacional de 
Profeder y de ProHuerta (en cabeza del mismo funcionario en el lap-
so estudiado) que articula con el Ministerio e intenta trasladar líneas 
de acción en torno al programa a los coordinadores provinciales (que 
asimismo podían no coincidir con las formas de implementación con 
el coordinador del centro regional, lo cual puede inducir a formas de 
conducción bifrontes en los hechos).

Durante el ejercicio 2019, el ProHuerta (2019) se organizaba en ocho 
componentes: a) agroecológico (entrega de kits de semillas para dos cam-
pañas “otoño-invierno” y “primavera-verano”. Cada kit está compuesto 
por 14 variedades no híbridas, destinada a una huerta familiar con una 
superficie de 100 m2, contemplando los requerimientos de consumo de 
hortalizas frescas para una familia de 5 integrantes; b) cultivos locales, forta-
lecimiento de estrategias de autoproducción de semillas y plantines capaci-
tando y equipando en infraestructura productiva, herramientas e insumos a 
organizaciones del sector e instituciones; c) Granja, con la EEA Pergamino 
como núcleo genético sede de la coordinación nacional del componente, 
donde se generan reproductores para producción de huevos y Pollos Cam-
peros para carne, los cuales se destinan a los Centros de Multiplicación 
ubicados mayoritariamente en diferentes EEA de INTA y algunas institu-
ciones, considerando las reglamentaciones sanitarias vigentes; d) frutales, 
desarrollándose el “Programa de Capacitación en el manejo agroecológico 
de frutales para la soberanía alimentaria” y el trabajo de monitoreo nacional 
junto a técnicos del Programa Nacional de Frutales para el fortalecimiento 
y desarrollo de viveros locales en tanto red de proveedores del ProHuerta; 
e) Educación y Formación, consistente en la realización de talleres y capaci-
taciones en instituciones educativas y organizaciones sociales en materia de 
alimentación sana y saludable, autoproducción de alimentos, agroecología, 
comercialización, captación y uso del agua, valor agregado, procesamiento 
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de materias primas, etc.; f ) proyectos especiales, consistente en el desarrollo de 
actividades, ejecución de obras y adquisición de equipamiento destinado a 
familias y grupos de productores que participan en propuestas para acceder 
a derechos básicos, generar valor agregado a la producción y fortalecer cir-
cuitos cortos de comercialización; g) Grupos de Abastecimiento Local (GAL), 
destinado a apoyar la inclusión y el asociativismo para grupos de agricultura 
familiar de subsistencia y de transición formada por población urbana y 
periurbana vulnerable.18 Este componente se puso en marcha en 2017 y 
está dirigido a atender demandas de productores hasta entonces agrupados 
en el Programa Cambio Rural para potenciar la generación de excedentes 
para la comercialización en mercados locales y el abastecimiento a partir 
de circuitos cortos de comercialización; h) Programa especial de Cisternas 
Rurales, promueve la construcción de cisternas de placa para la captación de 
agua de lluvia a través de la presentación de proyectos.

En los últimos años el presupuesto y los montos ejecutados han mos-
trado una variabilidad significativa:

Tabla 1. ProHuerta: presupuesto total (incluyendo componentes y 
recursos humanos) y monto ejecutado (en millones de U$S)

Presupuesto Monto ejecutado

2013 16,3 20,7

2014 19,9 11,4

2015 12,3 22,8

2016 17,3 12,7

2017 27,3 27,3

2018 19,6 26,5

2019 1,9 0

Fuente: Elaboración propia en base a Presupuestos Nacionales, considerando el rubro 
destinado a Asistencia al ProHuerta (MDS), sin posibilidad de discriminar los valores en 
recursos humanos y materiales aportados por INTA en relación específica al programa.
Nota: El tipo de cambio de la divisa estadounidense es el correspondiente primer día hábil de 
julio de cada año. 

18	 GAL “es una de las herramientas del Programa ProHuerta (ejecutado por el 
INTA y financiado por el Ministerio de Desarrollo Social) que promueven estrate-
gias de inclusión y fortalecimiento de la agricultura familiar en el marco del desa-
rrollo de sus sistemas alimentarios locales, mediante la promoción de los circuitos 
de abastecimiento local (circuitos de producción-comercialización de proximidad) 
bajo un sistema de producción en transición agroecológica” (INTA, 2019).

Al analizar la tabla anterior, pueden observarse los ciclos presupues-
tarios que marcan al ProHuerta, en donde particularmente se observan 
la sub-ejecución en años de restricción económica (2014 y 2016), el 
crecimiento del monto ejecutado en relación al presupuestado en años 
electorales (2013 y 2015), la preeminencia que adquiere en el bienio 
2017-2018 (cuyo análisis es central para esta investigación) y el derrum-
be que se observa en sus recursos en 2019, producto del ajuste fiscal 
derivado del acuerdo stand by suscripto con el FMI. En este último ejer-
cicio, resulta llamativo que al mes de agosto no se informe un monto 
ejecutado. En particular, durante el lapso 2016-2019 resulta relevante 
la amplitud en las brechas de recursos, donde se registran los records del 
bienio 2017-2018 junto al mínimo de 2019. 

No obstante, ¿qué se esconde detrás de estas brechas de recursos?, 
¿qué imaginario define el financiamiento de algunos componentes por 
sobre otros? En el lapso 2017-2018, el incremento significativo de los 
recursos se liga con la relevancia que el propio Ministerio de Desarrollo 
Social (MDS) otorgó a la autoproducción de alimentos. Esta definición 
podría ligarse con dos aspectos. Primero, se ligaría con una idea román-
tica, difundida por la prensa oficial en la que se asocia la posibilidad 
del cuidado del ambiente y la alimentación saludable con la pequeña 
horticultura, que resultaría propia de la procedencia social -segmentos 
sociales medios altos y altos- de sus principales funcionarios antes que a 
una perspectiva que aluda a la soberanía alimentaria de la sociedad en su 
conjunto19 (Entrevista personal, 19-02-2019). Esta asociación entre am-
biente y alimentación ha sido reforzada mediante la política audiovisual 
emprendida desde el MDS. En este esquema, se buscaban testimonios 
de huerteros que accedieron al programa, aunque durante la edición del 
video se despojaba la presentación de éstos de aspectos que ligan a los 
aprendizajes y formación que posibilita el trabajo asociativo y el rol de 
las políticas públicas en su promoción y se enfocaba en los méritos apa-
rentemente individuales (Entrevista personal, 17-7-2019). 

El aludido vínculo directo entre aumento de presupuesto del bienio 
2017-2019 e imaginario social estuvo determinado por la relevancia que el 
Gobierno de Macri le otorga a las redes sociales, en un mecanismo que prio-
rizaba el financiamiento de instrumentos cuya publicidad logra aceptación 

19	 En 2016, el ProHuerta fue valorado por el Gobierno Nacional debido a la am-
plificación que tuvo en las redes sociales la huerta realizada a través del programa 
en la residencia presidencial.
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del público, mecanismo que podría denominarse “política de los likes” (En-
trevistas personales, 19-02, 12-04 y 17-7-2019). Se trata de una tecnología 
de gobierno que aúna una perspectiva institucional con la proximidad de 
una intervención circunstanciada a la cuestión de la alimentación. No obs-
tante, y tal como se expresaba al inicio del trabajo, las tecnologías de gobier-
no adquieren relevancia por su potencial performativo. En tal sentido, los 
mensajes difundidos a través de las plataformas no resultan inocuos.

En la persistencia del ProHuerta, ha jugado un rol determinante la 
funcionalidad de la estructura territorial del INTA, pues en los ámbitos 
locales ha posibilitado intervenciones en tan solo 48 horas (Entrevistas 
personales, 19-02-2019 y 17-7-2019). El incremento del financiamien-
to otorgado al programa trascendió la adquisición de semillas e insumos 
estrictamente ligados a la horticultura. Desde la conducción del INTA 
entonces se propuso la potenciación de los denominados Proyectos Es-
peciales –más que cuadriplicando su presupuesto real durante el trienio 
2016-2018-, incorporándose temáticas como el acceso y gestión del agua, 
reuniendo cerca de 600 experiencias hacia agosto de 2019- (ver Tabla 1) 
y los antes citados GAL (Entrevista personal, 19-02-2019). Asimismo, 
el sujeto social del promotor resulta de interés como mediador entre las 
familias y el programa, debido a que al tratarse de un agente de terreno 
que suele habitar los territorios y poseer diversas actividades ligadas a la 
producción y reproducción colectiva (asociaciones civiles, merenderos, 
comedores, clubes, mercados populares, etc.) detenta el potencial de tras-
ladar –y construir- las demandas de los huerteros así como desarrollar 
formas particulares de implementación (Pressman y Widavsky, 1998). 

En este marco del ProHuerta, se lanzó en 2017 el componente “Gru-
pos de Abastecimiento Local,” (GAL) herramienta que intenta integrar a 
los grupos desfinanciados del Cambio Rural y a aquellos de ProHuerta que 
han logrado determinada complejidad y volumen en su producción. El 
ProHuerta podría haber sido transferido totalmente al Ministerio de Desa-
rrollo Social, aunque el rol que asumió debido a la visión recién aludida que 
sostuvo el elenco gubernamental, impidió que los integrantes del Consejo 
Directivo reacios a su permanencia en INTA –o al menos indiferentes a su 
suerte-, vieran alcanzados sus anhelos (Entrevista personal, 19-02-2019).

Los GAL fueron pensados a partir del financiamiento que posibilita-
ba la percepción auspiciosa20 que poseen las autoridades gubernamentales 

20	 Esta apreciación ha sido recogida a partir de al menos dos entrevistados, aun-
que no es objeto de la ponencia. Entre los aspectos que habrían catalizado esta 

sobre el ProHuerta vis a vis la parálisis y focalización a la que asistió el 
programa Cambio Rural II. En términos específicos, la focalización de 
la población objeto del mismo hacia productores capitalizados, derivó en 
que aquellos grupos que vieron discontinuada la asistencia técnica fue-
ran derivados por los propios técnicos a herramientas con posibilidades 
de financiamiento -ProHuerta y específicamente, GAL (Torre, 2017). La 
focalización aludida se condice con el hecho de que demandas de los pro-
ductores capitalizados –ahora concebidos como clientes- fueron el objeto 
central de la política agraria. En contraposición, se desestima las situa-
ciones de grupos vulnerables -ahora rotulados como beneficiarios bajo 
el eufemismo de “emprendedores”-. A estos sectores se los concibe como 
objeto de programas de asistencia antes que como parte de la producción 
agraria (Entrevistas personales, 1-03-2019 y 22-03-2019). 

Tabla 2. Presupuesto del programa ProHuerta según 
componentes -en millones de dólares- (2016-2018)

Componente 2016 2017 2018
Semillas 2,74 0,87 2,15
Cooperación Técnica Internacional y adquisición 
de insumos 0,62 0,17

Cultivos locales y producción de semillas 0,06 0,33
Granja 1,3 0,44
Frutales 0,06 0,12
Proyectos especiales 2,44 2,57 10,42
GAL 0,68 0,95
Fortalecimiento Espacios de Comercialización 0,66 0,26
Herramientas 0,20 0,39
Educación, comunicación y materiales de 
difusión. 0,23 0,60

capacitación 0,16 1,39

Evaluación y monitoreo del programa 0,26 0,12 1,39

Gastos operativos 0,97 0,24
Presentación, ferias y exposiciones 0,13
RRHH/asistencia técnica 2,53 0,85 2,00
UCP- Gastos Funcionamiento 0,11 0,04 0,69
SUBTOTAL 12,5 7,65 18,9
Gastos administrativos 0,37 0,23 0,57
TOTAL 12,82 7,87 19,56
Fuente: elaboración propia en base a POA ProHuerta 2016, 2017 y 2018. 
Nota: El tipo de cambio de la divisa estadounidense es el correspondiente primer día hábil de 
julio de cada año

opinión puede exponerse la visibilidad de la huerta como forma de intervención 
estatal, la copia del modelo de Primera Dama expuesto por Michelle Obama y la 
política comunicacional como forma de construir políticamente con su base social. 
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En este re-direccionamiento de la función de los grupos vulnerables 
puede vislumbrarse la denominación de los mismos como emprendedo-
res, aspecto en el que las políticas públicas adquieren un rol subsidiario 
y asistencialista (Entrevista personal, 22-03-2019) y evidencia el lugar 
que la intervención estatal dice otorgarle a su población objeto –rotu-
lada como “beneficiarios” en la década de 1990 al calor de las políticas 
del Consenso de Washington y “sujeto de derechos”, mientras las polí-
ticas de corte neodesarrollista intentaron re-regular las relaciones socie-
dad-mercado en Argentina. En el seno de esta definición tácita del lugar 
que deben ocupar las políticas estatales, puede observarse una desestima-
ción de las mismas en el potencial transformador en sentido progresista 
(Entrevista personal, 12-03-2019).

Como puede apreciarse en la tabla anterior, se observa que la di-
námica del financiamiento del ProHuerta se presenta errática, eviden-
ciándose especialmente: a) el crecimiento exponencial de los recursos de 
los proyectos especiales; b) el incremento desde el financiamiento de los 
GAL; c) la ampliación de fondos del componente de evaluación y moni-
toreo del programa; d) el financiamiento errático en componentes tales 
como semillas, recursos humanos y asistencia técnica. En general, tam-
bién se puede apreciar una dinámica ambivalente en materia de recursos 
totales, representando la campaña 2018 un año paradójico, en el que 
el incremento real de fondos se encuentra explicado fundamentalmente 
por el componente de proyectos especiales, que reúne 53% del total.

Las modificaciones observadas en materia presupuestaria pueden 
considerarse en el contexto de un vaciamiento institucional relativo a 
la agricultura familiar y de despidos masivos en el ámbito ministerial. 
La reducción drástica de recursos observada en 2019 implicó la dismi-
nución sustancial de la distribución de semillas. Usualmente estas se 
distribuyen en tres formatos de fraccionamiento: a) a granel (en bolsas 
grandes); b) usuales (en las bolsas pequeñas de entre 3 y 5 gramos); y c) 
urbanas (destinadas a huertas de balcón y micro-agricultura). Donde se 
registra una mengua significativa es en las semillas de estos dos últimos 
formatos según destaca un técnico del programa: 

“Hubo una disminución sustancial en típicas y urbanas, que es 
donde el costo de fraccionamiento es mayor. Lo que estamos haciendo 
es fraccionar los bolsones a granel, generamos una estrategia para que 
la disminución de típicas y urbanas no se vea tan resentido” (Al revés, 
19-2-2019) 

La reducción del 30% en la distribución de semillas, ha implica-
do una focalización en los destinatarios, dejando de lado a los sectores 
medios que practican la horticultura urbana, para quienes no se provén 
semillas gratuitamente. Asimismo, debe reconocerse que desde la con-
cepción desarrollada en la conducción del programa desde 2015, se le 
habría otorgado preeminencia a la autoproducción de las mismas a partir 
de un diagnóstico (de incierta comprobación fáctica) sobre la cultura de 
la solicitud constante de semillas. Un muestra representativa realizada 
por INTA (2017) en el Partido de Luján, Provincia de Buenos Aires, 
arrojó como resultado que la población objeto poseía dos grandes acto-
res, siempre familias, aunque unas con práctica de producción de huerta 
y con más de diez años de integración al programa y otras que no tras-
cendían los tres años. Este último grupo se asocia a la constante entrada 
y salida de familias, que poseen como estrategia integrar el programa 
ocasionalmente (INTA, 2017).21

La (re) (des) coordinación del programa

La coordinación del ProHuerta se realiza desde el INTA en articu-
lación con definiciones tomadas por el MDS. Desde principios de siglo 
XXI, en dicho instituto esta coordinación fue asumida por distintos fun-
cionarios, quienes influyeron con su impronta la dinámica del progra-
ma. No obstante, en el lapso 2015-2019 se observa un proceso inédito: 
mientras se desfinancia el INTA, el ProHuerta adquiere una preemi-
nencia presupuestaria comparativamente registrada en escasas ocasiones. 
Asimismo, esta situación se articula a proyectos políticos personales en 
los que la articulación entre INTA y el MDS se desarrollaría en un con-
texto de pérdida de autonomía política de dicho instituto (Entrevista 
personal, 17-7-2019).

Asimismo, la desigual situación presupuestaria del INTA y el Pro-
Huerta expone problemas de articulación. Por caso, desde la Coordina-
ción del programa en el Instituto se solicita el crecimiento en la realiza-
ción de huertas aunque se desfinancia la compra de semillas y se exige 
enfocar en la auto-producción (Al revés, 19-2-2019). Paradójicamente, 
la reducción de la expansión circunstancial de los recursos termina jus-
tificándose porque se demanda resultados a los técnicos que parecen de 

21	 Estos resultados no necesariamente son extrapolables al conjunto de los terri-
torios donde se despliega el ProHuerta. No obstante, genera interrogantes sobre 
las inercias productivas diferenciales donde el programa se inserta. 
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realización incierta, al menos en un lapso acotado y con dificultades para 
acceder a recursos así como canalizarlos en tiempo y forma (Entrevista 
personal, 17-7-2019). 

Este desencuentro entre demanda de la coordinación del ProHuerta 
y posibilidades de los técnicos posee como elemento nodal el proceso de 
informatización en la plataforma workflow. Este proceso era inevitable y 
permitió gestionar a los técnicos (no así a los promotores) un volumen 
y flujo de información que en casos como los proyectos especiales re-
sultaría impracticable sin soporte informático. Sin embargo, el diseño 
informático exhibía errores relevantes: los campos digitales a completar 
evidenciaban una distancia entre la información a suministrar y las prác-
ticas efectivas en las huertas, se registraban problemas de software que re-
dundaban en problemas con la carga de datos. En tanto, el programa re-
sultaba escasamente intuitivo y los técnicos no lograban desarrollar una 
práctica cotidiana en el registro de información, etc. En contraposición, 
la rendición de cuentas se sigue realizando en formato papel y el proceso 
de deterioro de las funciones administrativas -por caso, evidenciado en 
conflictos laborales y en la no reposición de los cargos perdidos por el 
retiro del personal- así como el desaliento ligado a la pérdida de salario 
real conlleva a una reducción en la capacidad de procesamiento.

En el marco del gobierno asumido en 2015, desde el MDS se privile-
gia la producción de auto-consumo y se intenta que el gasto operativo de 
256 técnicos contratados del ProHuerta hasta ese momento financiados 
por el MDS corra por cuenta presupuestaria del INTA. Desde la Direc-
ción Nacional de instituto se descarta esa posibilidad, aunque desde el 
MDS se requiere una huerta para la quinta presidencial. Son usuales las 
asociaciones entre la huerta que Michelle Obama tenía a su cargo, con 
la que se instala en la Quinta de Olivos. Ante esa solicitud, técnicos del 
INTA se organizan para llevar adelante la tarea, seleccionando perso-
nal –con antecedentes como promotores de ProHuerta- que se hallara 
desempleado producto de la desestructuración de las políticas agrarias 
y que se encargue de su mantenimiento. En relación a la huerta de la 
ex primera dama estadounidense, los técnicos del INTA diseñan una de 
mayor tamaño, con plantas y animales de granja que representaran un 
catálogo de tecnologías desarrolladas por el Instituto y que pudieran ser 
exhibidas por los técnicos encargados del mantenimiento de la huerta 
ante los funcionarios que la visitaran (Entrevista personal, 17-7-2019).

La gestión iniciada en 2015 observa que el ProHuerta puede exhi-
birse como un logro en los territorios ante la desestructuración de las 

políticas de desarrollo social, con la consecuente finalización o reducción 
de la actividad de técnicos de terreno de otros programas del MDS. En el 
marco de una administración excesivamente atenta al marketing político, 
encuentran que las huertas son intervenciones ·potentes desde lo publi-
citario. En ese marco, cobran relevancia el uso de redes sociales como 
Instagram y los estudios de humor social en el que los likes determinan la 
dirección y el financiamiento de las políticas (Entrevista personal, 17-7-
2019), en una relación que retroalimenta la construcción de poder (Cas-
tells, 2012, p. 24-25). Y tal como se observó en la presentación, las redes 
se inscriben en un proceso en donde a través de la hipermediatización 
la comunicación gubernamental tiende a electoralizarse (Riorda, 2017, 
p. 90). En un extremo, la relación entre “efecto sobre el humor social” y 
presupuesto público se evidencia como lineal y funcional.

Por último, la identificación de las huertas como un instrumento 
potente del marketing político redunda en el crecimiento vertical de su 
financiamiento (verificable en los montos ejecutados durante el bienio 
2017-2018). A la par, la merma ostensible en el presupuesto del INTA 
-de la cual se han brindado precisiones en el ítem d del apartado 1- re-
dundó en una virtual parálisis de capacidad de intervención del INTA y 
en una concentración de sus recursos hacia el pago de bienes y servicios 
esenciales para su funcionamiento.

Conclusiones 

En este capítulo se ha indagado en torno a los ciclos de neoliberaliza-
ción de las políticas estatales y la articulación dinámica, compleja y poli-
facética entre agentes económicos y dispositivos estatales. En particular, 
el tópico central que ha recorrido este escrito son las tecnologías de go-
bierno dirigidas a desmontar el ProHuerta en el cuatrienio 2015-2019.

En el marco expuesto, se ha intentando encontrar vínculos entre 
las brechas de recursos y los imaginarios que definieron el volumen y 
direccionalidad del financiamiento del ProHuerta en general y de sus 
componentes en particular. Estas brechas se desarrollan en una zona de 
contacto entre dos grupos de tecnologías: las que determinan las con-
ductas de los sujetos –sujeción- y las que permiten a los sujetos dirigir 
autónomamente su propia conducta –subjetivación- (Sepúlveda, 2016, 
p.127).

En la experiencia del ProHuerta, el despliegue de las tecnologías 
de gobierno se ha visto condicionado en distintos planos. En la escala 
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estatal, por el estrechamiento de las posibilidades políticas debido a las 
restricciones fiscales asociadas al acuerdo con el FMI. Este aspecto re-
sulta medular para explicar la restricción a las autarquías institucionales 
en término de presupuestos, cuya expansión ha sido errática y de corto 
plazo. Sin otras motivaciones políticas registradas desde las instancias 
decisorias, su auge presupuestario ha estado asociado a los dictados del 
marketing político. En efecto, se trata de perseguir likes en las redes so-
ciales como orientadores del destino de la inversión pública (Entrevista 
personal, 17-7-2019), en donde las definiciones de política se reprodu-
cen en una constante electoralización. 

En la escala de los sujetos sociales, la desestructuración y reestructu-
ración excluyente a la que asistió el ProHuerta trasciende la problemática 
financiera y el afianzamiento de una perspectiva de desestimación de los 
decisores de política pública sobre las iniciativas de soberanía alimenta-
ria. En efecto, considerar linealmente que la eficacia de una política es-
tatal depende solamente de su estabilidad presupuestaria implica reducir 
su análisis a una variable mono-causal. 

La información aquí expuesta permite hallar indicios para inte-
rrogarse en torno al hecho que una burocracia técnica con formación, 
orientación y predisposición diversa puede truncar la implementación 
de programas si sus intervenciones no disponen de una conducción polí-
tica que la contenga e interpele y que de muestras claras de la orientación 
que se le intenta otorgar a un programa. Las desavenencias internas entre 
técnicos y de ellos con la conducción operativa y política del programa 
trasciende la orientación desplegada desde el marketing político. En todo 
caso, se trata de aspectos que la política de los likes en un contexto de 
reestructuración excluyente dejan de manifiesto.
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